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infracción grave que podrá ser acusada para impedir el trámite o acceso
al proceso». De modo semejante la reciente Sentencia de esta Sala
3/1987, en su fundamento jurídico tercero. afirmada Que «el arto 10 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil, aisladamente considerado, al preceptuar
que no se podrá proveer a ninguna solicitud que no lleve la fuma de
Letrado -fuera de los casos expresamente exceptuados en el susodicho
precepto legal-, puede entenderse en el sentido de que determina la
ineficacia total de los actos que no cumplan dicho requisito y, por
consiguiente, que permite negar efecto al escrito de interposición de un
recurso» que adolezca de tal defecto.

No obstante, tanto en las dos Sentencias citadas como en otras, el
Tribunal ha considerado que el incumplimiento de requisitos formales
subsanables no debe dar lugar, dentro de una cotrecta interpretación del
arto 24 de la Constitución, a consecuencias sancionatorias conducentes
a la pérdida de acceso al proceso. El derecho fundamental a la tutela
judicial efeciva (art. 24 de la Constitución), reforzado a nivellegi.slativo
por el arto II de la Ley Orgánica del Poder Judicial, «sólo permite
desestimar o rechazar por motivos fonuales las pretensiones de las
partes cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanase» (STC
3/1987, fundamento jurídico tercero in fine. Es cierto que las antenores
consideraciones se formularon en Sentencias en las que se discutía las
consecuencias de la falta de firma de Letrado y que en la presente
providencia que analizamos puso de manifiesto además la falta de
representación por Procurador. Pero aunque este requisito no es de
idéntica naturaleza a la exigencia de dirección técnica., tiende como ésta
a garantizar la corrección técnica de los actos procesales a través de su
realización por profesionales con la finalidad de que la pretensión
deducida pueda llegar a buen fin. Ahora- bien, tanto la presencia del
Procurador como la finna de Letrado son requisitos de cumplimiento
subsanable, y sólo cuando no hayan sido subsanados tras habérsele dado
a la parte oportunidad para ello podrán servir como motivos de
inadmisibilidad sin lesionar el derecho a la tutela judicial efectiva.
Como dijimos en la STC 162/1986 de esta Sala en su fundamento
cuarto, «la inadmisión del recurso defectuosamente interpuesto no
puede concebirse como la consecuencia ineluctable y automática del
defecto apreciado, cualquiera que sea. La inadmisi6n, en otras palabras,
no ha de verse como la sanción adjudicada por el ordenamiento de la
parte que incurrió en error, cuanto como ~ntia y medio de preserva·
ci6n de la integridad objetiva del procedimiento al que se quiera dar
inicio, de tal manera que el rechazo del recurso defectuosamente
preparado o interpuesto no podrá dictarse sin dar antes ocasión a la
subsanación del defecto mismo».

En el caso que nos ocupa., la providencia de 30 de marzo de 1987
rechazó el escrito del hoy recurrente en amparo por unos defectos

Sala Primera. Recurso de amparo número 1/1987. Senten­
cia número 175/1988, de 3 de octubre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio LIorente,
don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Troyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil y don Miguel RodríguezePiñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo mimo 811/1987, promovido por don
Modesto Magallanes Oubifta, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Granados Bravo, res~to de providencia de la
Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid, de 10 de octubre de 1986,
confirmada por auto de la propia Magistratura de Trabajo, de 18 de
noviembre de 1986, Ypor el de la Sala Primera del Tribunal Central de
Trabajo de 14 de abril de 1987, dietada en proceso sobre clasificación
profesional, y en el que ha sido parte la Comunidad de Madrid,
representada por el Letrado de los Servicios Jurídicos, todos ellos bajo
la dirección de Letrado, ha comparecido el Ministerio Fiscal, siendo
Ponente el Magistrado don Miguel Rodriguez-Piñero y Brav()..Ferrer,
quien" expone el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. El "?recurador de los Tribunales don Luis Fernando Granados
Bravo, en nombre y representación de don Modesto MaWlanes Oubiña,
presentó el 15 de junio de 1987, en el Registro Central de este Tribunal,
escrito por el que se interpone recurso de amparo contra la providencia
de 10 de octubre de 1986 de la Magistratura de Trabajo núm. 14 de
~drid, confinnada por Auto de la propia Magistratura de Trabajo de
18 de noviembre de 1986 y por el de la Sala Primera del Tribunal
Central de Trabajo de 14 de abril de 1987, ,que tuvieron par no

fonnales que no eran de naturaleza insubsanable, por lo que al hacerlo
sin proporcionar la oportunidad de subsnación que se infiere implícita­
mente del arto 24 de la Constitución y explícitamente del arto 11.3 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial, hay que reconocer que violó el derecho
del recurrente a la tutela judicial.

3. Finalmente hay que estimar también el recurso por su segunda
causa. La providencia de 30 de marzo contiene la declaración de que
contra ella no cabe recurso alguno, pero esta afinnación· es insostenible,
porque al no haber en relación con la providencia acordada ni previsión
ni prohibición alguna de impugnación, debe entrar en juego el arto 376
de la Ley de Enjuiciamiento Civil que, como razona tanto el recurrente
como el Fiscal, permite genéricamente el recurso de reposición contra
las providencias que dicten los Jueces. Al negársele indebidamente un
recurso previsto por el ordenamiento aplicable a su caso, se lesionó su
derecho a la tutela judicial, que incluye no sólo el derecho de acceso al
proceso, sino el derecho a los recursos contenidos en el ordenamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORJDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCtÓN DE LA NACIÓN
EsPAí'lOLA...

Ha decidido:

Otorgar el amparo a don Juan Morerira Garcia y, en consecuencia,
acuerda:

1.° Anular las providencias de 30 de marzo y 3 de abril de 1987 del
Juzgado de Primera Instancia de Sanlúcar de Barrameda en el expe­
diente de Jura de Cuentas 123/87.

2.° Reconocer al recurrente su derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente ante­
rior a la providencia de 30 de marzo de 1987 para que, por el Juzgado
se le dé la oportunidad de subsanar los defectos de forma cons-istentes
en la falta de representación por Procurador y de firma de Letrado en
su escrito de 5 de marzo de 1987.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid· a tres de octubre de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Lüis
Díez~Picazo y Ponce de León.-Antonio Troyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodríguez~Piñero y Bravo-Ferrer.-Finnados y rubrica~

dos.

formulado recurso de suplicación, contra Sentencia dictada en proceso
sobre clasificación profesional.

2. La demanda de amparo se fundamenta en los siguientes hechos
y alegaciones:

a) El solicitante de amparo, en escrito de 16 de julio de 1986,
anunció recurso de suplicación contra Sentencia de la Magistratura de
Trabajo núm. 14 de las de Madrid de 11 de junio de 1986, desestimato­
ria de demanda sobre clasificación profesional, notificada al Letrado de
la parte actora el 15 de junio de 1986.

b) La parte recurrente recibió la providencia de la Magistratura de
Trabajo que le facultaba para hacerse cargo de los autos y formalizar el
recurso de suplicación mediante Auto en cuyo matasellos figura el día
23 de septiembre de 1986, entendiendo dicha parte que, como había
recibido la providencia en" tal fecha., el cómputo de los"once días (uno
para la recogida de autos y diez para la formalización) comenzana el día
24 de septiembre de 1986, y que «el plazo procesal para la formalización
expiraba el día 6 de octubre de 1986». Si bien, de la documentación
aportada se desprende que el Letrado del recurrente recogió los autos el
dia 24 de septiembre de 1986.

c) Se formalizó recurso de suplicación, con devolución de los autos,
el 6 de octubre de 1986, ante el Juzgado de Guardia compareciendo al
día siguiente, el 7 de octubre, ante la Magistratura de Trabajo, el Letrado
para ratificarse en el recurso interpuesto y dar así cumplimiento a lo
previsto'-en el arto 22 de la Ley de Procedimiento Laboral. ~
providencia de 10 de octubre de 1986, de la Magistratura de TrabaJO,
tuvo por no formulado el recurso de suplicación «al no habe~e
presentado el escrito el último día de plazo en el Juzgado de GuardIa
según establece el art. 22 de la Ley de Procedimiento Labo~. .

d) Interpuesto recurso de reposición contra la anterior proVlden~la.,
fue desestimado por Auto de 18 de noviembre de 1986, el cual recumdo
en recurso de queja ante el Tribunal Central de Trabajo, fue confinnado
por otro de 14 de abril de 1987, al entender que la notificación, citación
y emplazamiento es simultáneo con la finna de la tarjera de aviso,
señalando que la fecha válida a efectos del cómputo del plazo procesal
es la de dicba taIjera (24 de septiembre de 1986) y no la otra (23 de
septiembre) y argumentando que la comparecencia para la notificación
del recurso de suplicación hecho el 7 de noviembre de 1986 no subsana
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ni guarda relación con la validez del escrito presentado en el Juzgado de
Guardia, cuyo valor es el de cumplir con una fonnalidad legal e
informar sobre lo realizado, sin que, para poder entender subsanada la
presuntamente extemporánea presentacián del recurso, se haya recibido
en Magistratura a través del envío por el Juzgado el mismo día 7 de
octubre, sino cinco días después.

3. Estima el recurrente en amparo que se ha producido una
vulneración del derecho reconocido en el arto 24 de la Constitución,
argumentando que el Tribunal Central de Trabajo «ha efectuado una
interpretación que perjudica el derecho a la tutela judicial o derecho a
recurrir, violando la prohibición constitucional de que se efectúen
interpretaciones que restrinjan inde?idamente. el ejercici~ de de~h~s
fundamentales», a la vez que «Una InterpretacIón formalista'" y peI)udt·
dal para la tutela jurisdiccional, convirtiendo a las formalidades
procesales en trabas que impiden injustificadamente un pronuncia­
miento sobre el fondo».

Suplica. por tanto, la anulación de las resoluciones impugnadas y que
se ordene la tramitación del recurso de suplicación formalizado por el
demandante de amparo.

4. Mediante providencia de 9 de diciembre de 1987, la Sección
Segunda acordó la admisión a trámite de la demanda de amparo y,junto
con ello, la petición de las actuaciones de que trae causa y el
emplazamiento de quienes hubieran sido parte en ellas, todo ello de
acuerdo con lo previsto en el arto 51 de la Ley Orgánica del Tribunal
ConstituCional. Recibidas las mencionadas actuaciones, por nueva
providencia de 1 de febrero de 1988, la Sección Seguhda acordó tener
por personado al Letrado de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de
Madrid. don Antonio Celada Alvarez, en nombre y representación de
dicha Comunidad, acusar recibo de las actUaciones a la Magistratura de
Trabajo y al Tribunal Central de Trabajo y dar vista de las mismas, por
el plazo común de veinte días, a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal para presentar las alegaciones que estimen peninentes, conforme
a lo que determina el arto 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

Dentro del plazo concedido, han presentado alegaciones el represen­
tante de la Comunidad de Madrid, el Ministerio Fiscal y el recurrente
en amparo. '

S. Tras un breve resumen de los antecedentes del caso, el represen­
tante de la Comunidad de Madrid afirma en sus alC.f¿lciones que la
providencia para la interposición del recurso fue· nouficada el 24 de
septierpbre de 1986, de .conformidad con el an. 154 de la Ley de
Procedimiento Laboral, siendo el 7 de octubre el día que podía efecturse
la presentación en el Juzgado de Guardia a tenor de lo dispuesto en el
arto 12 de la Ley de Procedimiento Laboral, y al realizarlo el día 6 se
convierte en ineficaz, sin que el dato de la comparecencia en la
Magistratura al día si~uiente pueda subsanar el defecte! al no guardar
relación ni equivalenCIa con la presentación de un escnto.

'Entiende que se ha prodUCIdo una violación del an: ~4.1 de la
Constitución y solicita, en consecuencia, la estimación del recurso de
amparo.

6. El Ministerio Fiscal, por su pane, tras realizar una exposición de
los hechos, recuerda la doctrina de este Tribunal respecto al cumpli­
miento de los presupuestos temporales con cita de fa STC 13/1984.
Afirma a continuación que el Tnbunal Constitucional viene reiterada·
mente manteniendo que los diez días que como plazo legal se concede
para formalizar el recurso «se cuentan desde el siguiente a haberse
notificado la providencia en que se acuerde tener por anunciado y no a
partir de la retirada de las actuaciones» y que «el plazo de diez días es
improrrogabl~. Entiende, sin embargo, que en el presente caso el
Tribunal Constitucio~ sienta un~te que difiere de la jurispru·
dencia consolic:;lada al señalar que el plazo es «de once días, uno
dedicado a que el Letrado se haga cacao, si quiere, de los autos, y diez
más para interponer el recurso», sin que la actuación de la Magistratura
y el Tribunal Constitucional deba valorarse como un.eD'or de cálculo,
de imposible revisión en vía constitucional. «Sino una interpretación
formalista y desproporcionada del requisito temporal y de forma que
establece la Ley de Procedimiento Laboral», adviniendo que los órganos
judiciales «110 han tenido en cuenta que los autos se recc>gleron el mismo
día en que se notificó la providencia», Por todo ello, el Ministerio Fiscal
entiende que procede otoI'gar -el amparo solicitado.

7. Por su pane, el recurrente en am~ro, en su escrito de ~ep.cio­
nes, se raufica íntegramente en el contenido del recurso formalizado en
su día, subrayando nuevamente la vulneración del art. 24.1 de la
Constitución, por cuanto al no tener ~r formalizado el recurso de
suplicación se ha aDulado la tutela judiCIal efectiva, que implica no sólo
el derecho al proceso, sino también al recurso legalmente establecido.

8. Mediante providencia de 20 de junio de 1988. la Sala acordó
señalar para deliberación y votación. el presente recurso el día 3 de
octubre de 1988.

11. Fundamentos jurldicos

l. La cuestión planteada en el presente Recuiso es la de si la
providencia de la Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid, de 10 de
octubre de 1986, que tiene por no formalizado el recurso de suplicación

formulado por el demandante de amparo, y en cuanto la confirma el
Auto de esa Magistratura, de 18 de noviembre siguiente, así como el
Auto de la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo, de 14 de abril
de 1987, que desestima el recurso de queja contra este último Auto, han
violado el derecho a la tutela judicial efeCtiva reconocido en el art. 24.1
de la Constitución.

El arto 24 de la Constitución, ha venido sosteniendo· reiteradamente
este Tribunal, no incluye el derecho a la doble instancia procesal dentro
del ámbito laboral, pero cuando un recurso ha sido reconocido por el
legislador. el acceso al mismo se inteF'l dentro del contenido esencial
del derecho a la tutela judicial efectlva. El derecho al recurso ha de
ejercitarse en el seno de una actividad judicial cuya conftguración no
preexiste a la norma, sino que la misma norma crea determinado su
contenido y alcance. en consecuencia, la tutela judicial ha de producirse
en los términos y dentro de los cauces Que el legislador -respetando el
contenido esencial del arto 24 de la Constitución- haya querido articular,
por lo que sólo en la medida en que se respeten íntegramente aquellos
cauces legales darán los Jueces cabal cumplimiento a lo que el citado
precepto constitucional contiene (STe 116/1986 de 8 de octub,re).
Decidir sobre la procedencia y el cumplimiento de los requisitos
procesales exigid~s ~ su admi.s~óIl;, ~o~ponde a los Jl;leces y
Tribunales en el eJerciCIO de la funclOn JunsdlCClonal que les atnbuye el

'arto 117.3 de la Constitución (STC 117/1986, de 13 de octubre).
Tanto las resoluciones de la Magistratura de Trabajo como el Auto

del Tribunal Central de Trabajo han entendido, interpretando y apli­
cando los arts. 22 y 154.2 de la Ley de Procedimie~to Lab?ral, que el
recurso de suplicación no se habría formalizdo ante la Mapstratura de­
Trabajo dentro del plazo legalmente previsto, por haberse presentado en
el Juzgado de Guardia, pero no el ultimo día de plazo y fuera de las
horas de apertura de la Magistratura como el citado art. 22 exige para
dar validez a dicha presentación fuera del propio Registro de la
Magistratura, sino un día antes. Asimismo han entendido como fecha de
recepción de la providencia que puso a disposición del letrado los autos,
la del 24 de septiembre de 1986. La demanda "trata de argumentar en
buena parte contra las decisiones de la jurisdicción laboral discrepando
tanto del momento efectivo de la recepción del cuse de recibo, como de
su interpretación del arto 154.2 de la Ler de ProcedimieJ?to Labo~l. Esta
argumenta.eión fáctica o de mera legahdad ha de consIderarse ajena al
ámbito del recurso de amparo, habiendo de reconocerse ~ue nada habría
de oponer desde un punto de vista de legalidad ordinaria (que no
corresponde valo~r en princ~pio a este Tribunal), a l~ muy elaborada y _
sólida argumentaCIón del Tnbunal Central de Trabajo.

Pero comprendido el derecho a la utilización de los recursos legales
en el arto 24.1 de la ConstituCión, el problema tiene la. dimenSión
constitucional que le atribuye el solicitante de amparo «porque afecta al
derecho func.amental a la tutela judicial efectiva que garantiza aq~el
precepto» (STC 117/1986, de 13 de octubre). Desde la perspecuva
constitucional el problema es el de si la posible irregularidad fonnal en
que haya podido incurrir al fonnalizar su recurso de suplicación el
solicitante de amparo, ha podido ser considerado como un obstáculo
insalvable para laprosecusión del proceso (SSTC 36/1986, de 12 de
marzo, y 87/1986, de 27 de junio).

2. El derecho a los recursos no puede ser obstaculizado mediante la
imposición de formalismos enervantes o acudiendo a interpretaciones
de las normas procesales claramente desviadas del sentido propio de
tales exigencias o requisitos que han de ser interpretados de un~ f0':flUl
flexible y no rigorista más acorde con el art. 24.1 de la Consutuclón.
Como ha dicho la STC 36/1986, de 12 de marzo, <dos requisitos de
forma, como el que ha originado la declaración de no tener por
anunciado el recurso de suplicación por parte del Tribu~ Central !le
Trabajo, no son valores autónomos que tengan sustanuvldad prop~

sino que sólo sirven en la medida que ,son instrumentos para consegwr
una finalidad legítima.· Por ello, los trámites formales no deben ser ..
exigencias cuyo incumplimiento presente siempre el mismo valor
obstativo que operaría con independencia, en 'principio, de cual sea el
grado de inobservancia del requisito, su trascendencia práctica o las
circusntancias concurentes en el caso. Al contrario, ban de analizarse
teniendo presente la finalidad que ha de lograrse con ello, para, de exi~tir
defectos, procederse a una justa adecuación de las consecuenCIaS
jurídicas con la entidad real del derecho mismo, medidas en función de
la quiebra de la finalidad última que el requisito formal pretendía
servir». -

Para la valoración constitucional de las decisiones judiciales que
interpretando la legalidad procesal inadmiten un recurso~ de tomarse
en consideración, en consecuencia, tanto las circunstanCias del caso,
como la gravedad y subsanabilidad del correspondiente defecto formal,
que ha de ser valorado teniendo en cuenta su finalidad

3. El solicitante·de amparo había considerado como último día de
plazo para formalizar un recurso de suplicación el 6 de octubre y,
haciendo uso de la posibilidad prevista en el ano 22 de la Ler de
Procedimiento Laboral, había presentado dicho recurso en el RegIstro
del Juzgado de Guardia, pero compareciendo, como exige aquel pre­
cepto, al día siguiente en la Magistratura de Trabajo para hacer constar
haber hecho tal presentación el día anterior ante aquel Juzgado. Las
sucesivas resoluciones ju4iciales han considerado como no interpuesto
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el recurso porque el día en que se presentó ante el Juzgado de Guardia
no habría sido el último SInO el penúltimo día del plazo. en cuyo
momento tendría que haberse presentado en la Magistratura de Trabajo,
no siendo válida su presentación ante el Juzgado de Guardia.

Para el enjuiciamiento constitucional de estas resoluciones no dejan
de ser relevantes ID algunas circunstancias particulares que concurrieron
en el presente caso, ni las razones alegadas en su favor por la parte'
mvocando la relevancia constitucional del derecho al recurso.

Una circunstancia especialmente relevante es la existencia de una
posible discrepancia en la fecha de notificación de una providencia al no
coincidir la que figura en el sobre de recepción con la del acuse de recibo
de la notificación por correo certificado. El Tribunal Central de Trabajo
no niega esa discordancia, pero entiende que, de existir, sería la fecha de
acuse de recibo «1a computable a efectos de ténninos o plazos» evitando
así manipulaciones de la parte que es la que en su poder tiene el sobre
de recepción. La consecuencia de ello es que comenzaría a contarse el
plazo para la formalización del recurso un día despues al que tuvo en
cuenta el solicitante de amparo para computar el plazo de formalización
del recurso.

Por otro lado, 'el solicitante de amparo afirma que su comparecencia
personal ante Magistratura de Trabajo, el día 7 de octubre -día último
de plazo, se,e:un han considerado los órganos de.la jurisdicción laboral,
para cumphr el requisito establecido en el ano 22 de la Ley de
Procedimiento Laboral-, habría podido estimarse como subsanación del
defecto, lo que el Tribunal Central de Trabajo desestima al reconocer a
dicha comparecencia una función meramente informativa. Ha enten­
dido así como no subsanado, e implícitamente como insubsanable el
tefecto.

Por último, el solicitante de amparo habría invocado en su favor ef
enor literal del artíeulo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral, según
·1 cual los diez días para formalizar el recurso se contarían a partir del

día de la notificación, por lo que de interpretarse así el precepto tambien
d último día de plazo hubiera sido el día 24 de septiembre. El Tribunal
Central de Trabajo entiende que el precepto ha de ser interpretado como
oncediendo la posibilidad de once días para la formalización del
ecurso, al margen de la fecha efectiva de retirada de los autos.

4. La sólida argumentación que, desde el marco estricto de la
legalidad, ofrece el Tribunal Central de Trabajo confirma la peculiaridad
y dificultad del caso pero al mismo tiempo el que ha sido necesario
articular diversos motivos acumulativos para llegar a la decisión de
inadmisión del recurso, de modo que la falta de cualquiera de ellos
podría haber hecho posible la decisión contraria y tener por formalizado
en tiempo y fonna el recurso. Ello puede ser un índice del rigorismo de
la deciSIón y de que los órganos judiciales no han .tenido en cuenta las
especiales circunstancias del caso. Una mayor consideración de los
derechos constitucionales del recurrente habría llevado, dentro del
necesario respeto de la legalidad procesal, a una solución diversa a la de
inadmisión del recurso.

En primer lugar, cabe señalar que en relación con la afmnación de
que la fecha del acuse de recibo es la uoica computable a efectos de
ténninos o plazos, la justificación que el Tribunal Central de Trabajo da
es del todo correcta en función del bien jurídico que invoca, la evitación
de que la parte, que es la Que dispone del sobre de recepción, pudiera,
actuando de mala fe, alterar arbitrariamente el cómputo del plazo
legalmente exigible. Esta a~umentación puede tener razón de ser
cuanQo lo que se trata preCIsamente es de alargar artificialmente el
tiempo para la fonnalización del recurso. Ha de destacarse que el
recurrente no trató de ampliar artificialmente el plazo para la fonnaliza­
ción del recurso, sino que el error en que podría haber incurrido le
produjo una reducción efectiva de dicho plazo. Ello pennite evidenciar
la buena fe del recurrente y en función de ella podría haberse aceptado
su forma de fijar el momento inicial para el cómputo del plazo.

La demanda no pone en duda la racionalidad y la constitucionalidad
del arto 22 de la Ley de Procedimiento Laboral, que subordina la eficacia
de la presentación de escritos o documentos ante el Juzgado de Guardia
el último día de plazo y exige además la comparecencia ante Magistra~
tura el dia siguiente para poner en conocimiento de la misma dicha
presentación. No cabe duda que la raZÓn de ser del citado arto 22 es
menos clara en un sistema de unidad jurisdiccional como el que la
Constitución implica, y que supone que la jurisdicción de trabajo ha
dejado de ser una jurisdicción extravagante o especial fuera del sistema
judicial general. En tanto se mantenga dicho precepto, resulta evidente
que no puede ser interpretado de forma rigurosa desconociendo su
carácter de excepción a la regla general y, sobre todo no analizándolo de
fonna conjunta para considerar que su «única finalid(ld actual puede ser
la de asegurar la celeridad del procedimúmto evitando demoras en el
conocimiento por el Magistrado de la efectiva presentación del escrito
de recurso» (STC 3/1986, de 4 de enero).

Como ha dicho la STC 117/1986. de 13 de octubre, ((es en la
posibilidad o imposibilidad de subsanar los defectos y omisiones
padecidos, donde ha de centrarse la cuestión debatida en amparo, para
detenninar si hay proporcionalidad entre la sanción que supone la
inadmisión y el defecto apreciado)~. Además, el requisito formal ha de

analizarse teniendo presente la finalidad que pretende lograrse con éL y
si esa finalidad puede lograrse sin detrimento de ningún derecho
constitucional digno de tutela, debe procederse a la subsanación del
defecto (STC 36/1986, de 12 de enero). La aplicación de las exigencias
del arto 22 de la Ley de Procedimiento Laboral ofrecia dos peculiaridades
en el presente caso, en primer lugar la de que la comparecencia personal
que dicho precepto exige se habría verificado precisamente dentro .del
plazo legalmente exigldo para la formalización del recurso de suphca­
ción; en segundo lugar el escrito de recurso llegó efectivamente a
Magistratura de Trabajo antes de que el Magistrado de Trabajo ad~ptase

su providencia de no tener por formalizado el recurso. El Tnbunal
Central de Trabajo entiende que esa presentación personal, acto de mera
información y cumplimiento de la formalidad legal, no podría enten­
derse como subsanadora del defecto, tampoca la efectiva recepción del
escrito presentado en el Juzgado de Guardia ·salvo que esta hubiese
tenido lugar precisamente el día siguiente a su presentación, en que se
terminaba el plazo para formalizar el recurso.

Con esta posición el Tibunal Central de Trabajo reconoce la
posibilidad de subsanación del defecto mediante la presentación de la
demanda dentro de plazo. Con ello está dejando la subsanación o
al hecho aleatorio del tiempo que transcurra entre la recepción en el
Juzgado de Guardia y la recepción en Magistratura o a que la parte no
sólo hubiera comunicado la existencia del recurso sino además se
hubiese ratificado en el mismo. Omite así cualquier posibilidad de
subsanación dejada a iniciativa del órgano judicial laboral.

Una consideración más cuidadosa y respetuosa del derecho al
recurso hubiera podido llevar al órgano judicial, ya sea a una interpreta­
ción más flexible y menos rígida del precepto legal, estimando subsa­
nado el defecto por esa presencia inmediata posterior dentro de plazo,
o por su recepción antes de adoptar la diligencia, dado que la conducta
procesal del recurrente no ha podido considerarse como intención de
extralimitarse en el uso de la facultad que le concede el ano 22 de la Ley
de Procedimiento Laboral o de no haber aceptado esta línea de
razonamiento, debería haber advertido. a la parte de su error para la
subsanación del defecto, pues en el momento de la comparecencia aún
se estaba dentro de plazo para formalizar a tiempo el recurso, paradóji­
camente ya sea para volver a presentar el mismo en la sede del Juzgado
de Guardia o presentarlo directamente en la sede de la Magistratura de
Trabajo.

En relación con la interpretación del ano 154.2 de la Ley de
Procedimiento Laboral no es ocioso recordar que como ha dicho el Auto
de este Tribunal de 15 de octubre de 1986 es adecuada la interpret.'lción
que nuestros Tribunales laborales hacen del mismo evitando que un
comportamiento poco diligente del Letrado de la pane recurrente
pudiera retrasar el curso del proceso. Sin embargo, aunque la providen­
cia de Magistratura de Trabajo al respecto era bastante esclarecedora, se
trata de un precepto no muy claro susceptible de diversas interpretacio­
nes. No cra contrario al texto del precepto legal admitir la interpretación
de la parte según la cual podría haberse entendido el 6 de octubre como
ultimo día para la presentación del recurso. En el caso concreto hubiera
sido la interpretación más favorable para el ejercicio del derecho
fundamental al recurso.

De todo lo anterior se deduce que ninguno de los elementos
conceptuables que han servido de base a la decisión de indamisión eran
en si mismos suficientemente sólidos como para haber impedido una
solución distinta, y por ello para poder llevar a la conclusión de no tener
por fonnalizado en tiempo el recurso. La consideración conjunta de esos
elementos acentúa el excesivo rigorismo de la decisión a la vista de las
especiales circunstancias del caso: dudas sobre la fecha de inicio de
cómputo, necesidad de interpretación restrictiva de los límites del arto 22
en un contexto de unidad jurisdiccional, subsanabilidad del posible
defecto al no estar agotado el plazo en el momento en que se produjo,
insuficiente claridad del arto 154 de la Ley de Procedimiento Laboral. La
Magistratura de Trabajo en primer lugar y el Tribunal Central de
Trabajo, al Que se acudió en amparo del derecho fundamental, han
efectuado una interpretación y aplicación extremadamente formalista,
rigurosa y estricta de los requisitos procesales, que ni responde a los
objetivos de estos requisitos -respeto estricto de los plazos para que no
se sobrepasen, conocimiento directo de la presentación del recurso si
éste se formaliza excepcionalmente en el Juzgado de Guardia-, ni 10 ha
sido, como exige el arto 24.1 de la Constitución, en el sentido más
favorable para la admisión del recurso.

En consecuencia, las resoluciones impugnadas han supuesto un
obstáculo constitucionalmente inaceptable para el acceso del solicitante
de amparo al recurso legalmente establecido, por lo que las mismas no
ha respetado el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el arto
24.1 de la Constitución, debiendo otorgarse el amparo solicitado.

FALLO
,

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EspAÑOLA,
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Ha decidido:

Oto~r el amparo solicitado por don Modesto Magallanes Oubiña y,
en su VirtUd:

. 1.° Declarar .nula la providencia de la Magistratura de Trabajo
m~m. 14 de Madnd, de 10 de octubre de 1986. así como el Auto de la
misma, de 18 de noviembre de 1986, y el de la Sala Primera del Tribunal
Central de Trabajo, de 14 de abril de 1987.

2.0 Reconocer el derecho del recurrente en amparo a que se tenga
por formalizado en tiempo el recurso de suplicación por él interpuesto

Sala Primera, recurso de amparo número 514/1987. Sen~

tencia número 176/1988. de 4 de octubre.

La. Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
FranClsco Tomás-y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente
don Luis Díez-Picaza y PODce de León. don Antonio Trovol Serra. doti
Eugenio Dial Eimil y don Migue) Rodriguez-Piñero y"Bravo-Ferrcr
Magistrados, ha pronunciado •

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm.. 514/1987, promovido por el Procura­
dor don José Maria Abad Tundidor, en nombre y representación de
doña Dolores del Pilar Pato Ramillete,. contra Auto del Juzgado de
Instrucción núm. Sde Barcelona, de fecha 30 de noviembre de 1986, en
el procedimiento sumario núm. 98/1986, que prorropba por veinte dias
el secreto de la ya mencionada causa y que fue confirmado por Auto de
la Sala de lo Pena1 de la Audiencia Provincial de 1laJ<:e10na.

Ha sido porte el Ministerio Fiscal y ha sido ponente el Magistrado
don Eugenio Díaz Eimi1: quien expresa el parecer de la Sala.

l. An_entes

1. Con fecha 20 de abril de 1987 tuvo entrada en este Tribunal
Constitucional la demanda de amparp interpuesta por doña Dolores del
Pilar Pato Ramillete, representada por el Procurador don José María
Abad Tundidor, contra el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona
de 25 de mano de 1987 Y el Auto del Juzpdo de Instrucción núm. 5
de Barcelona de 12 de diciembre de 1986 (sumario 98/1986).

2. La demanda se basa en los si¡uientes. hechos: a) El Juez de
Instrucción núm. 5 de IlaJ<:elona, por Auto de 30 de octubre de 1986,
convirtió las diligencias previas 3/464/1986 en sumario ordinario
98/1986, y en la misma fecha dietó otro Auto, decretanto secreto de
sumario. por término de m:nta días. para todas las partes personadas,
entre las que se encontraba, en conceptO de procesada, la demandante
de amparo, todo ello en aplicación del arto 320 Ydemás concordantes de
la Uy de Enjuiciamiento Criminal; b) transcurrido el término de treinta
días Ya petición del Ministerio Fiscal, el Juez dictó nuevo Auto de 30
de noviembre. j)l'orrogando el secreto sumarial por veinte días, a pesar
de la petición liscal de hacerlo por treinta; e) la demandante de amparo
interpusó contra esta resolución recuno,de refonna"arsumentando la
errónea interpretación del art. 302, 2.° púrafo, de la Uy Procesal Penal
Y la violacion del an. 24 de la Constitución, en cuanto que se
quebrantaba el principio de no indefensión,así éoino los derechos a un
proceso público con todas las ~Dtías y a utilizar 105 medios de prueba
peninentes para su defensa; dicho recuno fue desestimado por Auto de
12 de noviembre, interpuesto contra este recurso de queja, la Sección
Sexta de la Audiencia Provincial dictó Auto de 25 de marzo de 1987,
declarando no haber lugar al mismo.

3. Alegan como fundamentos jurídicos que el Auto por el que se
decretó el secreto sumarial respetó los preceptos que rigen el proceso
penal, pero no ocurre lo mismo con el que acordó la prórroga del secreto,
puesto que ésta no viene permitida por el arto 302 citado, y así lo
entiende la circular 8/1987 de la Fiscal!a del Tribunal Supremo.

Dicha prórroga es, a juicio del demandante, contraria al derecho
garantizado por el art. 24 de la Constitución, ante el cual debe ceder la
supuesta protección del aseguramiento del proceso en que se fundan las
resoluciones judiciales recurridas, según se desprende de las Sentencias
del Tribunal Cnnstitucional de 31 de enero de 1985, 23 de julio de 1981
y 4 de abril y S de diciembre de 1984, confonne a las cuales la nonnativa
procesal que autoriza el secreto sumarial debe ser objeto de interpreta­
ción estricta y todo proceso está presidido por una efectiva contradic­
ción para que se entienda cumplimentado el derecho a la defensa, CJ.ue
se leslOna cuando en virtud de concretos actos de los órganos jurisdiCCIO­
nales se mengua el derecho a intervenir en el proceso.

Se pide en el suplico de la demanda que se declare la existencia de
violación del derecho a. obtener la tutela efectiva de los Jueces y

contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid,
de II de junio de 1986 (autos 379/84).

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». _

Dada en Madrid a tres de octubre de mil novecientos ochenta y
ocho.-Firmados: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uo­
rente.-Luis Diez .Picazo y POIíce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodriguez·PiñeiroyBravOoo
Ferrer.-Rubricados.

Tribunales en el ejercicio de derechos e indefensión y se anule todo 10
aet.uado 4esde el momento en que se acordó la prorr referida hasta
el mstante en que haya cesado la irregular situació

4. la Sección dictó providencia de 27 de de 1987, poniendo
de manifiesto a la aetora Y. al Ministerio Fi posible concum::ncia
de las causas de inadmisibilidad del vistas en los arts. 50.1
b) en relación con el 49, 49.1 Y 44.1 c' y, una vez presentadas las
respectivas alepciones, se dietó providencia de 1S de julio, admitiendo
a trámite la demanda con reclamación de las actuaciones judiciales.
Recibidas éstas, se co~ó a la recum:nte y al Ministerio Fiscal, por
providencia de 7 de octubre, plazo común de veinte días para alepci.o-.
nes.

s. La demandante dio por reproducidos todos y cada uno de los
hechos y fundamentos de Derecho de la demanda. reiterando que la
prórroga del secreto sumarial le situó en una clara posición de
desigualdad con respecto al Ministerio Fiscal e impidió la aplicación
efectiva del principio de c.ootradicción. ocasionándole un resultado de
indefensión. En el suplico de las alegaciones reprodujo la petición de
amparo con declaración de nulidad, formulada en su demanda.

6. El Ministerio - Fiscal solicitó, igualmente, la concesión del
amparo y la nulidad de las actuaciones realizadas amante el tiempo que
el sumario estuvo indebidamente oculto al conocimiento de la recu­
rrente.

En el~ de su .escrito, después de hacer ciettas consideraciones
de orden fácuco, expuso IlI:5 siguientes alepciones:

a) El art. 302 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, tras su
redacción por Ley de 4 de diciembre de 1978, establece como principio
general que las partes - personadas podrán conocer las actuaciones
sumariales así como intervenir en todas las diligencias que se lleven a
efecto; podrá, sin embargo ~de- el Juez instructor, mediante Auto,
decJarar el procedimiento secreto total o parcialmente pllI1l las panes
.personadas por tiempo no superior a un mes. «debiendo alzarse
necesariamente el secreto con diez días de anu:lación a la conclusión del
sumario». Reforma legislativa que adelantara 10 ~ue iba a disponer la
Constitución en su art. 120.1: «Las aetuacionesjudiciales serán públicas,
con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento».

De ambos preceptos resulta el principio general de la publicidad de
las actuaciones P!'ocesaIes, que supone, en el proceso penal, que las
partes comparectdas podrán conocer de todo lo actuado e intervenir en
las diligencias que se practique; y como excepción de dicho precepto el
secreto del sumario, con unas especificaciones bien precisas, a saber, que
se decretará por Auto, que no podrá exceder de un mes y que, en
cualquier caso, deberá. alzarse diez días antes de concluir el sumario.

En nuestro caso, el Juez acordó una prorroga de veinte días del plazo
de un mes inicialmente señalado, razonándose por el Juzgado, al
ratificar en refonna tal resolución, desde un punto de vista material, que
la excepción que reconoce el an. 302·«00 puede tener un carácter tan
absoluto que su estricta observancia perjudique a la investigación
sumarial», y, la Audiencia, desde una consideración formal, que es de
aplicar el an. 202 de la misma Ley de Enjuiciamiento CrimlOal, que
permite, «cuando hubiera causa justa y probada», prorrogar los términos
judiciales, que por otra parte -conVlente puntualizar- son declarados
improrrogables en su primer párrafo».

b) Este Tribunal ya ha tenido ocasión de manifestarse sobre la
publicidad de las actuaciones judiciales. Se trata, fundamentalmente, de
las SSTC 13/1985 y 96/1987. En particular, la primera es decisiva en lo
que aqui nos importa resolver. En su fundamento jurídico tercero
leemos:

«La regla que dispone el secreto de las actuaciones suma­
riales es, ante todo, una excepción a la garantia institucional,
inscrita en el arto 120.1 C.E, según la cual las actuaciones
judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las
leyes de procedimientO».

para añadir a renglón seguido:

«... la publicidad procesal está inmediatamente ligada a
situaciones jurídicas subjetivas de los ciudadanos que tienen
las consideraciones de derechos fundamentales: Derecho a un
proceso público, en el arto 24.2 C.E....».


